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Compra publica
estratégica

Partiendo de la importancia econdémica de la compra pUblica
y de su configuracién como instrumento idéneo

para la implementacién de politicas con trascendencia social,
las Directivas Europeas de 2014'y la legislacion espafiola

que las traspone, han dado carta de naturaleza a la Compra
PUblica Estratégica. La puesta en prdctica de este instrumento
enfrenta la dificultad de incorporar cldusulas sociales

como criterios de adjudicacién. Una muy reciente resolucién
del Tribunal Administrativo Central de Recursos resume

las reglas aplicables al respecto.

omo es sabido, la promocién de
la compra puUblica estratégica? ha
sido uno de los grandes objetivos
de la Unién Europea durante las Ul-
timas décadas?, debido a la impor-
tancia de la contratacién como un instrumento
para lograr un crecimiento inteligente, sostenible

e integrador, garantizando al mismo tiempo un
uso mds eficiente de los fondos pUblicos.

La contratacién piblica estratégica describe la
idea de que la contratacién publica puede cons-
tituir una herramienta juridica apropiada para
el cumplimiento efectivo de las politicas de los

Directiva 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, sobre contratacién pUblica; Directiva 2014/25/UE, de 26 de febrero
de 2014, relativa a la contratacién por entidades que operan en los sectores del agua, la energia, los transportes y
los servicios postales; y Directiva 2014/23/UE, de 26 de febrero de 2014, relativa a la adjudicacién de contratos de
concesion.

La Directiva 2014/24 en el articulo 67 - y en su Considerando 94 -, establece mecanismos normativos precisos,
para que la contratacién piblica sea un mecanismo idéneo no sélo para adquirir obras, bienes o servicios sino
también para promover los objetivos de las diferentes politicas de la Unidn, entre otras, las politicas sociales y
medioambientales.

Entre otros, la Comunicacién de la Comisidén, “Europa 2020: una estrategia para un crecimiento inteligente,
sostenible eintegrador”,de 3de marzode 2010, el “Libro Verde sobre la modernizacién de la politica de contratacién
publica de la UE. Hacia un mercado europeo de la contratacién publica més eficiente”, de 27 de enero 2011; y la
Comunicacién de la Comisidon de 2010 denominada “Europa 2020: Una estrategia para un crecimiento inteligente,
sostenible e integrador”.
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poderes puUblicos mediante la satisfaccién de
ciertos objetivos complementarios de la contra-
tacién, como es el apoyo a las politicas ambien-
tales, sociales y de innovacién.

El legislador espafiol se ha hecho eco légico de
este planteamiento sefialando en el apartado
tercero del articulo 1 de la Ley 9/2017, de 8 de
noviembre, de Contratos del Sector PUblico*, que
en toda contratacién publica se incorporardn
de manera transversal y preceptiva criterios so-
ciales y medioambientales siempre que guarde
relacién con el objeto del contrato, en la convic-
cién de que su inclusién proporciona una mejor
relacién calidad-precio en la prestacién contrac-
tual, asi como una mayor y mejor eficiencia en la
utilizacién de los fondos pUblicos. El mismo pre-
cepto prevé la promocién del acceso a la contra-
tacién publica de las pequefias y medianas em-
presas, asi como de las empresas de economia
social.

Sin embargo, los instrumentos a cuyo través debe
articularse este planteamiento (entre otros, la
estrategia de contratacién pUblica por un lado
y la determinacién de la manera adecuada de
integrar cldusulas sociales y medioambientales
en los contratos), siguen sin producir los frutos
esperados.

Asi se infiere de los informes de la Oficina Inde-
pendiente de Regulacién y Supervisién de Con-
tratacién (OIReScon), entre otros, en el “informe
especial de supervisién relativo a la contratacién
estratégica en 2022, en el que se pone de mani-
flesto que los criterios medioambientales, socia-
les, de innovacién y de otro orden (que pueden
introducirse en distintos momentos a lo largo
de procedimiento de contratacién: como con-
dicién de admisién, como criterio de adjudica-
cién y/o como cldusula especial de ejecucién) no
se incluyen en la gran mayoria de los contratos
publicos®.

Al respecto, la OIReScon pone de relieve la im-
portancia de formar a los érganos de contrata-
cién al respecto, de manera que puedan discernir
e identificar los criterios mds adecuados al obje-
to de contrato de que se trate.

Este es, sin duda, el mayor escollo que enfrenta la
compra publica estratégica en la actualidad. Sin
perjuicio de que la Estrategia Nacional de Com-
pra Publica 2023-2026’, dirigida a todo el sector
pUblico, contemple entre sus objetivos, el de uti-
lizar las posibilidades de la contratacién pUbli-
ca para apoyar politicas ambientales, sociales
y de innovacién (objetivo F); y el de promover
la participacién de las PYME, en el mercado de

4 Este nuevo enfoque se manifiesta a lo largo del articulado, como ocurre en las referencias a los criterios sociales,
en la preparacién del contrato (articulos 28. 2 y 99.1), en la adjudicacién (articulo 145) y especto a la ejecucidn,
para la cual la Ley impone la obligacién de incorporar alguna cldusula relacionada con la innovacién, de tipo
medioambiental o de tipo social (art.202). También en la disposicién adicional 482 relativa a la reserva de
contratos de servicios de cardcter social, cultural y de salud a determinadas organizaciones.

Ver en el enlace.

¢ Sefiala el informe de la OIReScon, como conclusién de su andlisis al respecto, que:

+ NO se incluyen como condiciones de admisién en un porcentaje superior al 90% de los contratos analizados.

+ NO se incluyen como criterios de adjudicacién en un porcentaje superior al 65% de los contratos analizados.

+  Cuando se incluyen como cldusulas especiales de ejecucidn - articulo 202 de la LCSP - se detecta un importante

grado de incumplimiento, superior al 75%.

” Ver en el enlace.
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la contratacién piblica (objetivo G); lo cierto es
que la correcta vinculacién de las cldusulas socia-
les y medioambientales al objeto del contrato se
configura como uno de los grandes ébices para
su consecucion.

Resulta de interés, por tanto, traer aqui a cola-
cién la doctrina sentada por el Tribunal Adminis-
trativo Central de Recursos Contractuales en su
Resolucién 793/2024, que resume su parecer en
resoluciones anteriores acerca de los requisitos
que ha de reunir la inclusién de criterios de adju-
dicacién sociales.

El punto de partida se sitUa en los apartados
quintoy sexto del articulo 145 de la LCSP, que dis-
pone que, para la incorporacién como criterio de
adjudicacién de uno o varios criterios sociales,
estos deben establecerse en los pliegos de cldusu-
las administrativas particulares o en el documen-
to descriptivo y deberd figurar en el anuncio que
sirva de convocatoria de la licitacién, reuniendo
en todo caso los siguientes requisitos:

a) Estarvinculados al objeto del contrato, en el
sentido expresado en el apartado siguiente.

b) Serformulados de manera objetiva, con pleno
respeto a los principios de igualdad, no discri-
minacidn, transparenciay proporcionalidad,
y no conferirdn al érgano de contratacidén
una libertad de decisién ilimitada.

c¢) Garantizar la posibilidad de que las ofertas
sean evaluadas en condiciones de compe-
tencia efectiva e ir acomparniados de especi-

ficaciones que permitan comprobar de ma-
nera efectiva la informacién facilitada por
los licitadores con el fin de evaluar la medi-
da en que las ofertas cumplen los criterios de
adjudicacién.

El apartado 6 del articulo 145 dispone que se
considerard que un criterio de adjudicacién estd
vinculado al objeto del contrato cuando se refie-
ra o integre las prestaciones que deban realizar-
se en virtud de dicho contrato, en cualquiera de
sus aspectos y en cualquier etapa de su ciclo de
vida, incluidos los factores que intervienen en los
procesos que el precepto contempla®.

La Resolucién 79372024 del TACRC aclara nume-
rosos extremos acerca de la interpretaciény apli-
cacién de los requisitos referidos, en los siguien-
tes términos:

1. Para que sea posible incluir criterios sociales
relacionados con la intervencién de personas
en la prestacién, es preciso que las condicio-
nes en las que el personal empleado va a
desarrollar su trabajo y que se van a valorar
mediante criterios de adjudicacidn, integran-
do la oferta sean determinantes de la calidad
en la ejecucién del contrato, de la prestacidn
gue constituye su objeto’.

2. Deben cumplirademds con el resto de requisi-
tos exigidos con cardcter general: estar vincu-
lados al objeto del contrato, estar formulados
de manera objetiva y con respeto a los prin-
cipios que inspiran la contratacién puiblica,
respetar el Derecho europeo y en especial el

8 a) en el proceso especifico de produccién, prestacién o comercializacién de, en su caso, las obras, los suministros

o los servicios, con especial referencia a formas de produccién, prestacién o comercializacién medioambiental y

socialmente sostenibles y justas; b) o en el proceso especifico de otra etapa de su ciclo de vida, incluso cuando

dichos factores no formen parte de su sustancia material.

No pueden constituir criterios de adjudicacién aquellos que no permiten evaluar comparativamente las ofertas

en términos de su rendimiento sobre el objeto del contrato, en cuanto no afectan a la calidad de su ejecucién ni

permiten al 6rgano de contratacién determinar si es la oferta “econédmicamente mds ventajosa”.
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principio de no discriminacién, y deben pu-
blicarse previamente y motivarse.

Para la correcta vinculacién del criterio social
de adjudicacién con el objeto del contrato, es
preciso que el concreto criterio permita valo-
rar las cualidades de la prestacidén que se li-
cita, ast como evaluar el nivel de rendimiento
de cada oferta respecto del objeto del contra-
to. Es precisa una relacion con la calidad de la
prestacién ofertada, un mejor rendimiento de
ésta, debiendo repercutir en el resultado de
la concreta prestacién solicitada permitiendo
una evaluacién comparativa de las ofertas.

La formulacién objetiva legalmente prevista
exige que los criterios de adjudicacién deban
definirse correctamente e incluir cémo se han
de aplicar. No es indispensable la puntua-
cién por baremos, pero st determinar qué se
va a valorar (vid, entre otras, la Resolucién
n.2 1065/2020). La exigencia de transparen-
cia implica que la definicién de los criterios

de adjudicaciéon debe ser clara e inequivoca,
para garantizar, que los licitadores media-
namente diligentes puedan comprender su
alcance exacto y ofertar en consecuencia.

La determinacién de los criterios de adjudi-
cacién es potestad discrecional del érgano
de contratacién y debe motivarse conforme
exige el articulo 35.1.i) de la Ley 39/2015, de
1 de octubre, de Procedimiento Administra-
tivo Comun, y mds concretamente, el articu-
lo 116.4.¢) de la LCSP™. El érgano de contrato-
cién cuenta con una amplia discrecionalidad
a la hora de determinar los criterios con los
que va a seleccionar la oferta que mejor res-
ponda a sus necesidades, pero el ejercicio de
esa potestad discrecional ha de ser motiva-
da, explicando las razones para elegir cada
criterio de adjudicacién. Por ello, la exigen-
cia de una justificacién debida del criterio
de adjudicacién elegido, es requisito previo
necesario y su omisién constituye un vicio de
anulabilidad.

° El articulo 116.4 LCSP dispone que en el expediente de contratacidn se justificard adecuadamente los criterios que
se tendrdn en consideracién para adjudicar el contrato y el articulo 145.5 exige que la formulacién de los criterios
de adjudicacién se realice de manera objetiva, con pleno respeto a los principios de igualdad, no discriminacién,
transparencia y proporcionalidad, y sin que puedan conferir al érgano de contratacién una libertad de decisién
ilimitada.

El Grupo de Contratos Piblicos de Gémez-Acebo Pombo Abogados S. L. P. estd integrado por Carlos Vézquez Cobos,
José Luis Palma Ferndndez, Juan Santamaria Pastor, Pilar Cuesta de Lofio, Irene Ferndndez Puyol, Miguel Angel Garcia Otero y Josep Ortiz Ballester.

Para cualquier informacién adicional dirigirse a: José Luis Palma (jlpalma@ga-p.com) o al Area de Derecho Piblico, Grupo de Contratos Pdblicos,
Goémez-Acebo & Pombo Abogados S. L. P., Paseo de la Castellana 216, Madrid - 28046 (tel.: 915 829 204).

©Gbmez-Acebo & Pombo Abogados, S. L. P. Los derechos de propiedad intelectual sobre el presente documento pertenecen a Gémez-Acebo & Pombo Abogados,
S.L.P.No puede ser objeto de reproduccidn, distribucién, comunicacién piblica incluida la puesta a disposicidn a través de internet, o transformacién, en todo o
en parte, sin la previa autorizacién escrita de Gémez-Acebo & Pombo Abogados, S. L. P.

Febrero 2025 5



